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Todo ello sin que en el plazo indicado para ello presentara el 
interesado alegaciones. 

Por tanto, siendo el acuerdo de inicio de un expediente san-
cionador un acto de trámite (contra el que, por otra parte, el 
interesado pudo presentar las alegaciones procedentes), resulta 
evidente que no puede ser admitido un recurso de alzada contra 
él a tenor de lo dispuesto en el art. 107.1 de la Ley 30/1992 
(considerándose que no concurren las excepciones previstas).

Segundo. No obstante, con el ánimo de no perjudicar 
al recurrente y valorar las alegaciones realizadas en cuanto 
al fondo, se considera que el recurso de alzada presentado 
(que tuvo entrada en la Delegación del Gobierno –9.4.2007– 
cuando ya se había dictado la resolución final, se había in-
tentado su notificación personal con resultado infructuoso en 
dos ocasiones a través del Servicio de Correos y Telégrafos 
-ausente- e incluso se había registrado de salida el oficio para 
su publicación en el BOJA y el correspondiente a la remisión 
al tablón de edictos del Ayuntamiento de Málaga) se interpuso 
contra la resolución final. Todo ello teniéndose en cuenta que 
no consta que el recurrente haya presentado escrito alguno 
contra dicha resolución, que por el texto del recurso se con-
sidera que conoce los elementos esenciales de su imputación 
(no debiéndose olvidar, por otra parte, que fue notificado per-
sonalmente de la denuncia), y que en el citado recurso ha he-
cho las alegaciones y presentado la documentación que ha 
considerado oportuna.

De acuerdo con ello, se ha de señalar que los hechos 
constatados por miembros de la Policía Nacional adscrita a 
la Comunidad Autónoma de Andalucía gozan de la presunción 
de veracidad, en los términos previstos en los arts. 137.3 de 
la Ley 30/92, en relación con el art. 30.1 de la Ley 13/1999, 
y 49.3 del Decreto 165/2003, de 17 de junio, por el que se 
aprueba el Reglamento de Inspección, Control y Régimen San-
cionador de Espectáculos Públicos y Actividades Recreativas. 
No obstante, dicha presunción admite prueba en contrario.

Pues bien, en el presente expediente consta en el acta 
de denuncia el recurrente como titular del establecimiento, 
el cual viene a actuar en calidad de «dueño», no constando 
manifestación alguna de dicho recurrente en otro sentido en 
relación con esta cuestión. Dicha acta de denuncia aparece 
recibida por el propio recurrente.

Frente a ello el interesado viene a alegar ahora que él no 
era titular del mismo, sino un simple trabajador de una deter-
minada sociedad (de la que tampoco es accionista ni socio), 
Cervecerías Brujas, S.L., la cual era la verdadera titular. Aporta 
información del Registro Mercantil de Madrid con respecto a 
dicha entidad.

Teniéndose en cuenta que en el acta consta que el recu-
rrente se encontraba explotando el establecimiento como titu-
lar («dueño») del mismo, sin hacer alusión alguna a otro titular 
del establecimiento, resulta evidente que no puede ser consi-
derada como prueba suficiente en contra la simple alegación 
del recurrente de que la titular era una determinada entidad, 
sin que la documentación registral aportada –por otra parte 
simple nota informativa– acredite relación alguna de dicha en-
tidad con el establecimiento que nos ocupa. Por otra parte, el 
recurrente tampoco aporta ninguna documentación que acre-
dite su condición de empleado de la citada entidad.

Consecuentemente, se considera al recurrente como explo-
tador del establecimiento de la denuncia y, por tanto, responsa-
ble de las infracciones que nos ocupan. Todo ello de acuerdo 
con lo previsto en el art. 24.1 de la citada Ley 13/1999.

No obstante, y en relación con la infracción consistente en 
la carencia de seguro de responsabilidad civil se ha de señalar 
que en el expediente, y mediante acta de la policía, consta 
que el recurrente ya no explota el establecimiento (diciembre 
de 2006). Dicha circunstancia se considera que supone una 
limitación de los daños que el recurrente pudiera haber ocasio-
nado, y al mismo tiempo, de los beneficios que pudiera haber 

obtenido. Con base en ello, entendiéndose que no está afec-
tada directamente la seguridad de las personas, no constan 
daños o perjuicios a terceros, ni reiteración, y de acuerdo con 
lo previsto en el art. 26.2 de la Ley 13/1999, se considera 
adecuado reconsiderar la sanción impuesta, hasta fijarla en 
5.000 euros (cinco mil euros).

Vistos los preceptos citados, concordantes y demás de 
general y especial aplicación,

R E S U E L V O

Estimar parcialmente el recurso de alzada interpuesto por 
don Eric Goyenechea Román, contra la resolución de la Ilma. 
Sra. Delegada del Gobierno de la Junta de Andalucía en Gra-
nada, de fecha 22 de febrero de 2007, en el sentido de reducir 
la sanción impuesta correspondiente a la carencia de seguro 
de responsabilidad civil hasta fijarla en 5.000 euros (cinco mil 
euros), confirmándose la sanción correspondiente a la caren-
cia de licencia de apertura (300,51 euros, trescientos euros 
con cincuenta y un céntimos), expediente sancionador núm. 
GR-199/06-AR (S.L. 2008/55/360).

Notifíquese con indicación de los recursos que procedan. 
La Secretaria General Técnica. Fdo.: Isabel Liviano Peña.»

Contra la presente Resolución, que agota la vía adminis-
trativa, se podrá interponer recurso contencioso-administrativo 
en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente al de 
su notificación o publicación, ante los correspondientes órga-
nos judiciales de este Orden, todo ello de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/98, de 13 de julio, 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

Sevilla, 3 de febrero de 2009.- El Jefe de Servicio de
Legislación, Manuel Núñez Gómez. 

 ANUNCIO de 3 de febrero de 2009, de la Secre-
taría General Técnica, por el que se notifica la resolu-
ción adoptada al recurso de alzada interpuesto por don 
Jesús Montoro Medina, en nombre y representación 
de Mb Grupo Inmobiliario, recaída en el expediente 
41.000295-07-P.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.5 de la 
Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común, e intentada sin efecto la notificación personal a don 
Jesús Montoro Medina, en nombre y representación de Mb 
Grupo Inmobiliario, de la resolución adoptada por el Secretario 
General Técnico al recurso administrativo interpuesto contra 
la dictada por el Delegado del Gobierno de la Junta de Anda-
lucía en Sevilla, por la presente se procede a hacer pública la 
misma, al no haberse podido practicar en su domicilio repro-
duciéndose a continuación el texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se en-
cuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de 
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla), pu-
diendo acceder al mismo previa acreditación de su identidad.

«En la ciudad de Sevilla, a 19 de diciembre de 2008.
Visto el recurso de alzada interpuesto y sobre la base de 

los siguientes

A N T E C E D E N T E S

Primero. El Delegado del Gobierno de la Junta de Anda-
lucía en Sevilla dictó la Resolución de referencia, por la que 
se le impone una sanción de 400 €, tras la tramitación del 
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correspondiente expediente, por no facilitar libro de quejas y 
reclamaciones.

En cuanto a los fundamentos de derecho, nos remitimos 
a la resolución impugnada en aras del principio de economía 
procesal.

Segundo. Contra la anterior Resolución, se interpuso re-
curso de alzada, en el que, en síntesis, se alegó:

- Que en ningún momento se negó a la reclamante su 
derecho a disponer de hoja de reclamaciones, tan solo se la 
invitó a pasar al día siguiente por las oficinas.

- Está acreditado que los hechos tienen lugar en plena 
calle y fuera del horario de atención al público, por lo que no 
se pudo facilitar el libro.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero. Esta Secretaría General Técnica es competente, 
por delegación de la Consejera realizada por la Orden de 30 
de junio de 2004, para conocer y resolver el presente recurso 
de alzada, a tenor de lo dispuesto en los artículos 114.1 de la 
Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común (en adelante, LRJAP-PAC), y 115 de la Ley 9/2007, de 
22 de octubre, de la Administración de la Junta de Andalucía.

Segundo. El art. 137.3 de la Ley 30/1992, de 26 de no-
viembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas 
y del Procedimiento Administrativo Común, dispone que “los 
hechos constatados por funcionarios a los que se reconoce 
la condición de autoridad, y que se formalicen en documento 
público observando los requisitos legales pertinentes, tendrán 
valor probatorio sin perjuicio de las pruebas que en defensa de 
los respectivos derecho o intereses puedan señalar o aportar 
los propios administrados”. 

De otra parte el Tribunal Supremo en su Sentencia de fe-
cha 23 abril 1994 tiene manifestado que:

“Según jurisprudencia reiterada del Tribunal Supremo 
(Sentencias de 14 de mayo y 24 de noviembre de 1984 y 28 
de enero, 12 de febrero y 4 de junio de 1986) y del Tribunal 
Constitucional (Sentencia de 8 de junio de 1981), principios 
inspiradores del orden penal son de aplicación, con ciertos 
matices, al derecho administrativo sancionador, dado que am-
bos son manifestaciones del ordenamiento punitivo y del ‘ius 
puniendi’ del Estado y de las demás Administraciones Públi-
cas, de tal modo que los principios esenciales reflejados en 
los arts. 24 y 25 de la Constitución han de ser transvasados 
a la actividad sancionadora de la Administración en la medida 
necesaria para preservar los valores fundamentales que se 
encuentran en la base de los mentados preceptos y alcanzar 
la seguridad jurídica preconizada en el art. 9 del mismo Texto 
y, entre dichos principios, ha de destacarse el de presunción 
de inocencia, recogido en el art. 24 de la Constitución, que, 
configurado como una presunción ‘iuris tantum’, susceptible, 
como tal, de ser desvirtuada por prueba en contrario, cons-
tituye un verdadero derecho fundamental, inserto en la parte 
dogmática de la Constitución, que vincula a todos los poderes 
públicos (art. 53 del Texto Constitucional) y, esencialmente, a 
la Administración, con más razón cuando ejercita su potestad 
sancionadora. Por otra parte, esta actividad sancionadora de 
la Administración está también sometida al principio de lega-
lidad que debe informar toda la actividad administrativa. Es 
decir, el derecho administrativo sancionador está sujeto a dos 
presunciones, de un lado, a la de inocencia, y de otro, a la 
de legalidad de la actuación administrativa, concreción de la 
cual es la presunción de veracidad recogida en el art. 17.3 
del Real Decreto 1945/1983, de 22 junio, que regula las in-
fracciones y sanciones en materia de defensa del consumidor 

y en la producción agroalimentaria, el cual dispone que ‘los 
hechos que figuren recogidos en las actas de inspección se 
presumirán ciertos, salvo que del conjunto de las pruebas que 
se practiquen resulte concluyente lo contrario’. Es decir, el ar-
tículo transcrito se limita a alterar la carga de la prueba de tal 
manera que es el administrado sujeto al expediente sancio-
nador a quien corresponde probar la falta de certeza de los 
hechos que el Inspector ha constatado en el acta y que han 
sido percibidos por él de forma directa.”

O como la Sentencia núm. 495/1996, del Tribunal Supe-
rior de Justicia de Baleares (Sala de lo Contencioso-Adminis-
trativo), de 18 de septiembre, recaída en el recurso conten-
cioso-administrativo núm. 1500/1994, puso de manifiesto:

“El Acta es documento público autorizado por empleado 
público competente que hace prueba del hecho que motiva su 
otorgamiento y de la fecha del mismo, arts. 1216 y 1218 del 
Código Civil. 

Por tanto el Acta es un medio de prueba más, pero no 
goza de presunción de certeza o veracidad. Así resulta de lo 
previsto en el art. 137.3 de la Ley 30/1992, de tal modo que la 
Administración no queda relevada de la obligación de aportar 
el correspondiente material probatorio de cargo. No siendo el 
Acta medio de prueba preferente cabe que prevalezca contra 
ella cualquier otra prueba.

De las Actas originadoras del expediente administrativo, 
levantadas a presencia de la actora y de las que recibió copia, 
destacan las infracciones e irregularidades detectadas, sin 
que contra las mismas la recurrente haya practicado prueba 
alguna, por lo que resulta claro que el principio de presun-
ción de inocencia fue destruido por las Actas mencionadas. 
En consecuencia procede la desestimación del recurso habida 
cuenta la perfecta adecuación a derecho de las resoluciones 
recurridas.”

O como el Juzgado de lo Contencioso-Administrativo 
núm. 2 de Córdoba ha tenido ocasión de pronunciar, en el re-
curso núm. 689/04:

“(...) Así pues entra en juego la inversión de carga de la 
prueba que exige al afectado por el acta demostrar la inexac-
titud de la misma (Sentencias de 20 y 24 de abril de 1992, 17 
de abril y 19 de junio de 1998), ya que ‘el acta constituye por 
sí misma un documento de valor probatorio privilegiado por 
expresa disposición legal, cuando ha sido válidamente emitida’ 
Sentencia de 25 de marzo de 1992. 

En el presente caso los datos que obran en el expediente 
administrativo (...) hacen desaparecer la presunción de ino-
cencia, estando pormenorizada en cuanto a los datos que re-
fleja.”

Es lo que sucede con la diligencia de la Policía Local del 
Ayuntamiento de Dos Hermanas, de fecha 24 de mayo de 
2007.

Vistos los preceptos citados y normas de general y espe-
cial aplicación, 

R E S U E L V O

Desestimar el recurso de alzada interpuesto por don Je-
sús Montoro Medina, en representación de Mb Grupo Inmo-
biliario, contra la resolución del Delegado del Gobierno de la 
Junta de Andalucía en Sevilla, de fecha referenciada, en con-
secuencia mantener la misma en sus propios términos.

Notifíquese al interesado, con indicación de los recursos 
que procedan. La Secretaria General Técnica. Fdo.: Isabel 
Liviano.»
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Contra la presente Resolución, que agota la vía adminis-
trativa, se podrá interponer recurso contencioso-administrativo 
en el plazo de dos meses a contar desde el día siguiente al de 
su notificación o publicación, ante los correspondientes órga-
nos judiciales de este Orden, todo ello de conformidad con lo 
dispuesto en el artículo 46.1 de la Ley 29/98, de 13 de julio, 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa.

Sevilla, 3 de febrero de 2009.- El Jefe de Servicio de 
Legislación, Manuel Núñez Gómez. 

 ANUNCIO de 3 de febrero de 2009, de la Secreta-
ría General Técnica, por el que se notifica la resolución 
adoptada al recurso de alzada interpuesto por don Car-
lo María Hidalgo Santa Cruz, recaída en el expediente 
S-PA-GR-000053-07.

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 59.5 de la 
Ley 30/92, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 
Común e intentada sin efecto la notificación personal al recu-
rrente Carlos María Hidalgo Santa Cruz de la resolución adop-
tada por el Secretario General Técnico al recurso administrativo 
interpuesto contra la dictada por el Delegada del Gobierno de 
la Junta de Andalucía en Granada, por la presente se procede 
a hacer pública la misma, al no haberse podido practicar en su 
domicilio reproduciéndose a continuación el texto íntegro.

Se le comunica que el expediente administrativo se en-
cuentra en las dependencias del Servicio de Legislación de 
esta Secretaría General Técnica (Plaza Nueva, 4, Sevilla), pu-
diendo acceder al mismo previa acreditación de su identidad.

«En Sevilla a 19 de diciembre de 2008.
Visto el recurso interpuesto, y con fundamento en los si-

guientes

A N T E C E D E N T E S

Primero. Con fecha 19 de julio de 2007, la Ilma. Sra. 
Delegada del Gobierno de la Junta de Andalucía en Granada 
dictó una resolución por la que se impuso al recurrente dos 
sanciones por un importe total de 2.000 euros (1.000 + 1.000 
euros), al considerarle responsable de dos infracciones (arts. 8 
y 17 de la Ley 11/2003, de 24 de noviembre, de Protección de 
Animales). Dichas infracciones fueron tipificadas como faltas 
graves a tenor de lo dispuesto en el art. 39.b) (no realizar las 
vacunaciones y tratamientos obligatorios previstos en la nor-
mativa aplicable) y 39.t) (la posesión de animales no registra-
dos ni identificados).

Los hechos que fundamentaron la resolución sanciona-
dora fueron que el día 23 de noviembre de 2006 la Delegación 
Provincial de la Consejería de Agricultura y Pesca (a través del 
Inspector Veterinario Comarcal) comprobó que el recurrente 
estaba en posesión de diez perros, careciendo de cartilla sani-
taria e identificación y registro.

Segundo. Contra la citada resolución interpuso el intere-
sado un recurso de alzada cuyas alegaciones, por constar en 
el expediente, se dan por reproducidas. 

FUNDAMENTOS JURÍDICOS

Primero. Esta Secretaría General Técnica es competente, 
por delegación de la Consejera realizada por Orden de 30 de 
junio de 2004, para conocer y resolver el presente recurso de 
alzada, a tenor de lo dispuesto en los artículos 114.1 de la Ley 
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las 
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo 

Común, y 115 de la Ley 9/2007, de 22 de octubre, de la Admi-
nistración de la Junta de Andalucía.

Segundo. En relación con la alegaciones del recurrente 
se ha de señalar, en primer lugar, que la documentación pre-
sentada en el presente recurso ha sido valorada en el recurso 
correspondiente al expediente sancionador núm. GR-306/06-
PA. (S.L. 2008/55/610). Dicho expediente responde a una de-
nuncia anterior en el tiempo (19.1.2006) y en la que está afec-
tado un número mayor de perros (22). Se trata por tanto de 
infracciones diferentes que deben ser sancionadas de forma 
independiente.

En segundo lugar, las fotocopias aportadas no están com-
pulsadas (art. 46.2 de la Ley 30/1992). En tercer lugar, los 
hechos que se le imputan al recurrente son, precisamente, 
que en el momento de la denuncia (23.11.2006) estaba en 
posesión de diez perros, los cuales no estaban identificados 
y registrados (primera infracción), y por otra parte no disponía 
de cartilla sanitaria para ellos (segunda infracción).

Centrándonos en el presente expediente sancionador, con-
sistente la infracción en la carencia de identificación y registro 
de los diez perros encontrados (el día 23.11.2006), se ha de 
señalar, en primer lugar, que, en todo caso, con la documenta-
ción aportada se podría demostrar la identificación de sólo 8 
perros, circunstancia que conlleva que otros dos de ellos no lo 
estarían, hecho que supone la existencia de infracción.

Por otra parte, se debe indicar que a tenor de las fechas 
de nacimiento de los animales obrantes en la documentación 
aportada, y teniéndose en cuenta el contenido del art. 17 de la 
citada Ley 11/2003, se llega a la conclusión de que todos los 
perros deberían haber estado identificados en la fecha de la 
denuncia (23.11.2006).

En relación con los citados ocho perros, es preciso seña-
lar que las identificaciones de dos de ellos (certificado oficial 
de identificación) tienen fecha de 30.8.2007, es decir, unos 9 
meses con posterioridad a la fecha de la denuncia, circunstan-
cia que hace que igualmente exista infracción.

Por otra parte, no consta la acreditación de las fechas de 
identificación de los seis perros de los que se ha aportado las 
fotocopias de las cartillas sanitarias, circunstancia que ante 
la denuncia formulada por el inspector veterinario de que en 
la fecha de la denuncia no estaban identificados, igualmente 
provocaría el efecto de confirmar la existencia de infracción 
(al gozar las denuncias de los funcionarios de la presunción 
de veracidad y no haberse presentado prueba adecuada en 
contra). Por otra parte, la fecha que consta en dichas cartillas 
es la fecha de expedición de las mismas (salvo una en la que 
no aparece fecha alguna), siendo unos 9 meses posteriores 
a la fecha de la denuncia (fecha de las cartillas 27.8.2007, 
denuncia 23.11.2006).

Consiguientemente, se llega a la conclusión de que no se 
ha conseguido acreditar que en la fecha de la denuncia los 10 
perros estuvieran identificados y registrados. Dicha circunstan-
cia supone la apreciación de la comisión de una infracción a lo 
dispuesto en el art. 17 de la Ley 11/2003, infracción correcta-
mente tipificada en el art. 39.t) de la citada norma.

Tercero. No obstante, del expediente se desprende que al 
recurrente se le ha considerado autor de una segunda infrac-
ción, al no constar, en el momento de la denuncia, la cartilla 
sanitaria donde figurara la vacunación en el momento de la 
denuncia.

Al respecto se ha de señalar que a tenor de lo dispuesto 
en el art. 8.3 y 4 de la Ley 11/2003 y del art. 3.2 del Decreto 
92/2005, de 29 de marzo, por el que se regula la identifica-
ción y los registros de determinados animales de compañía en 
la Comunidad Autónoma de Andalucía, se llega a la conclusión 
de que para disponer de cartilla sanitaria, donde hacer constar 
la vacunación o cualquier otro tratamiento sanitario, previa-
mente es preciso la identificación del animal.


